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RESUMEN

La Constitución del Ecuador de 2008, es el texto solemne construido en la que se incluyen una serie de principios, derechos y obli-
gaciones. A través de la Constitución se limitan los poderes excesivos del Estado con el establecimiento de funciones. La situación 
problemática de la presente investigación radica en la vulneración de derechos a los servidores judiciales en procedimientos dis-
ciplinarios en tanto la inexistencia de una audiencia que celebre ante la autoridad substanciadora del procedimiento disciplinario 
impide que el sumariado pueda ejercer su derecho a la defensa de manera óptima, en tanto se restringe la oportunidad de ser 
escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones, vulnerando lo establecido en la Constitución del Ecuador. El 
Reglamento Disciplinario del Consejo de la Judicatura establece el procedimiento para la sustanciación del sumario disciplinario a 
servidores judiciales. Sin embargo, en ninguna de sus partes se instituye la posibilidad de acudir ante la autoridad sustanciadora 
del procedimiento en una audiencia oral en la que se pueda tener la oportunidad de ser escuchados y exponer las alegaciones 
necesarias, por el contrario, el procedimiento es de carácter escrito en su totalidad. Un modelo procesal enteramente escrito en 
la actualidad es totalmente regresivo y vulnerador de derechos en razón de que se debe tomar en cuenta que la Constitución del 
Ecuador claramente ha instaurado un sistema procesal oral. 

Palabras claves: vulneración de derechos, servidores judiciales, procedimiento disciplinario.

ABSTRACT

The Constitution of Ecuador of 2008 is the solemn text built in which a series of principles, rights and obligations are included. 
Through the Constitution, the excessive powers of the State are limited with the establishment of functions. The problematic situation 
of the present investigation lies in the violation of the rights of the judicial servants in disciplinary proceedings, since the absence of 
a hearing held before the substantiating authority of the disciplinary procedure prevents the summary from exercising their right to 
defense optimally, while the opportunity to be heard at the right time and under equal conditions is restricted, violating the provisions 
of the Constitution of Ecuador. The Disciplinary Regulation of the Council of the Judiciary establishes the procedure for substantia-
tion of the disciplinary summary of judicial servants. However, in none of its parts is the possibility of going before the substantiating 
authority of the procedure in an oral hearing in which one can have the opportunity to be heard and expose the necessary allega-
tions, on the contrary, the procedure is of a written nature. In its whole. An entirely written procedural model today is regressive and 
violates rights because it must be considered that the Constitution of Ecuador has clearly established an oral procedural system.

Keywords: violation of rights, judicial servants, disciplinary procedure.
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INTRODUCCIÓN

El Ecuador a lo largo de los últimos años se ha visto in-
merso en una transformación en torno al Derecho, uno 
de los más notables cambios es la entrada en vigor de la 
Constitución de Montecristi, la cual desde su publicación 
en el Registro Oficial el 20 de octubre de 2008 se convirtió 
en el texto solemne a través del cual se organizó el poder 
del Estado, por medio de sus instituciones políticas y en 
el que se estableció el régimen de garantías de los dere-
chos fundamentales 

Conforme entró en vigencia la nueva carta constitucional 
ecuatoriana de 2008, nuevos retos para la administración 
de justicia se presentaron entre uno de los más significa-
tivos fue el de la implantación de un sistema procesal oral 
en sustitución de un caduco sistema escrito. Según las 
palabras de Washington Baca Bartelotti sobre el Lenguaje 
Oral en la Administración de Justicia:

“El uso del lenguaje oral en el procedimiento como ins-
trumento de la administración de justicia, se debe mirar 
no sólo desde la necesidad inaplazable de poner en 
tela de duda o desconfianza el uso generalizado e inva-
riable de la escritura, sino también crear una cultura de 
la oralidad. Así superaremos los hábitos que destruyen 
la función reguladora que desempeña la administración 
de justicia, que efectivamente ¨satisfaga las necesida-
des de la vida¨; que nos cree una identidad para no ser 
epígonos de autores, códigos y doctrinas extranjeras. 
No se trata de crear un procedimiento judicial desapro-
vechando las experiencias, conocimientos, reflexiones, 
prácticas, que en esta materia haya creado la humani-
dad, sino que aprovechando de todo esto nuestro pro-
cedimiento se adapte a nuestras necesidades y reali-
dades.” (Bravo-Mendoza, 2020) 

En la Constitución de la República del Ecuador, en el Título 
IV Participación y Organización del Poder, en el Capítulo 
Cuarto, Sección primera referente a los principios de la 
administración de justicia, en su artículo 168 número 6 
tácitamente expresa que la administración de justicia, en 
el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus 
atribuciones, aplicará los siguientes principios (Ecuador. 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008):

“La sustanciación de los procesos en todas las mate-
rias, instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo 
mediante el sistema oral, de acuerdo con los principios 
de concentración, contradicción y dispositivo”

El artículo 76 de la Constitución de la República, deter-
mina que: en todo proceso en el que se determinen de-
rechos y obligaciones, especifica y claramente de cual-
quier orden, se asegurará el debido proceso; luego en 
el mismo enunciado en el numeral 7 literal (a), expresa 

que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en 
ninguna etapa o grado del procedimiento.

La Constitución del 2008, en su artículo 168 numeral 6, 
promulga un sistema procesal oral, que incluye a todas 
las materias, Judiciales, constitucionales, administrativas, 
la materia administrativa disciplinaria no es la excepción, 
y debe ser parte también del sistema procesal oral, ya 
que es parte de un proceso.

El sistema procesal es un medio para la realización de la 
justicia en el cual se harán efectivas las garantías del de-
bido proceso, tomando en cuenta que de ningún modo se 
podrá sacrificar la justicia por la omisión de formalidades, 
por lo tanto, es un deber legal. Para mejor sustento, se re-
mite a lo estipulado en el artículo 137 segundo inciso del 
Código Orgánico Administrativo: “Se dejará constancia 
de los actos del procedimiento administrativo realizados 
de forma verbal en el acta correspondiente”.

Es necesario considerar que los Servidores Judiciales, al 
momento de tener un sumario en su contra, pasan de ser 
juzgadores a ser juzgados, por lo tanto, se deben respe-
tar las correspondientes garantías constitucionales como 
a cualquier otro servidor público, porque de no ser así se 
estaría vulnerando sus derechos constitucionales.

El artículo 18 del Código Orgánico de la Función Judicial 
manifiesta que el sistema procesal es un medio para la 
realización de justicia. Las normas procesales consagra-
rán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 
inmediación, oralidad, dispositivo, celeridad y econo-
mía procesal, y harán efectivas las garantías del debido 
proceso.

Aunque la Constitución Ecuatoriana manifiesta que el 
sistema procesal será de carácter oral, existe una falta 
de aplicación a dicha disposición en tanto el Reglamento 
Disciplinario del Consejo de la Judicatura, mantiene un 
sistema procesal escrito y bajo este régimen vulnera y 
lesiona gravemente el debido proceso en tanto limita el 
ejercicio de la defensa al impedir mantener una audiencia 
con la autoridad sustanciadora del procedimiento disci-
plinario (Vázquez et al., 2017).

El procedimiento disciplinario tiene por objeto regular 
conductas externas a través de una sanción disciplinaria, 
pues no juzga situaciones subjetivas o el mero pensa-
miento, si no infracciones cometidas por incumplimiento 
de los deberes, derechos y obligaciones del servidor pú-
blico. La sanción disciplinaria se aplica al autor de una 
falta disciplinaria y como consecuencia de la potestad 
disciplinaria existente entre el superior y el subordinado 
(Obando, 2014).
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El derecho sancionatorio si bien es garantizador pues así 
el titular del derecho a sancionar no puede tomar medi-
das correctivas dentro del proceso si no existe respon-
sabilidad debidamente demostrada del infractor, es decir 
el titular el poder sancionatorio ostenta una competencia 
subsidiaria en tanto solo si existe una responsabilidad de-
mostrada el titular del derecho a sancionar puede tomar 
las medidas que la ley le autorice (Barney, 2013).

En la legislación ecuatoriana en el caso de servidores 
judiciales si bien existe un procedimiento para el ejerci-
cio de la potestad sancionadora en materia disciplinaria 
esta presenta serias deficiencias en tanto al impedir que 
el sumariado o infractor pueda presentarse ante la auto-
ridad sustanciadora se vulnera gravemente el derecho a 
un debido proceso en donde se respeten sus garantías 
básicas y se apliquen los principios de oralidad, concen-
tración, inmediación, contradicción y dispositivo (Carrillo, 
2015).

De todo lo expuesto hasta el momento se puede eviden-
ciar la importancia del tema, esto en razón a que este 
permitirá subsanar la evidente deficiencia presenta-
da en procedimientos sumarios a servidores judiciales. 
Motivado por los elementos referidos anteriormente, se 
declaró objetivo de la presente investigación, analizar 
la vulneración de derechos constitucionales en procedi-
mientos disciplinarios a servidores judiciales.

METODOLOGÍA

En base a la investigación de campo que se realizó en el 
Departamento de Control Disciplinario y especialmente a 
las encuestas realizadas a los Jueces de las Unidades 
Judiciales de Familia, Civil, Penal, Violencia contra la 
Familia, a los Jueces Multicompetentes, a los Fiscales y 
Defensores Públicos de la Provincia de Tungurahua, se 
desprende que la idea a defender se basa estrictamente 
en las siguientes preguntas:

1.  ¿Conoce Usted que el derecho a la defensa se debe 
observar tanto en los procedimientos disciplinarios 
como administrativos? 

2.  ¿Sabe Usted que en el Reglamento para el Ejercicio de 
la Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura 
no existe norma expresa, respecto de la 83 designa-
ción de un abogado que preste asistencia técnica al 
sumariado, así como también a los testigos de éste 
durante el desarrollo del sumario? 

3.  ¿Sabe Usted que en el Reglamento para el Ejercicio de 
la Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura 
no existe norma expresa, respecto de la designación 
de un defensor público que preste asistencia técnica 
al sumariado, cuando éste no cuente con un abogado 
que le patrocine? 

4. ¿Conoce Usted que los motivados de suspensión 
y destitución de los servidores judiciales que ela-
boran los directores provinciales del Consejo de la 
Judicatura no se notifican a los sumariados, para que 
puedan presentar alegatos y más bien se envían di-
rectamente al Pleno del Consejo de la Judicatura para 
su respectiva resolución? 

5. ¿Conoce Usted que cuando el Consejo de la 
Judicatura práctica pruebas de oficio, se corre tras-
lado a la otra parte en función del derecho de contra-
dicción, pero para ello no se establece un término ni 
tampoco se le permite al sumariado practicar prueba 
nueva? 

RESULTADOS

Estas preguntas permiten verificar que existe una vulne-
ración a los derechos constitucionales y por ende al de-
bido proceso, atentando de esta manera contra los dere-
chos y garantías constitucionales previstos en el Art. 76 
de la Constitución de la República (Ecuador. Asamblea 
Nacional Constituyente, 2008), especialmente en el nu-
meral 7 que dispone: El derecho de las personas a la 
defensa incluirá las siguientes garantías: Nadie puede 
ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa 
o grado del procedimiento; ser escuchado en el momen-
to oportuno y en igualdad de condiciones; nadie puede 
ser interrogado, ni aún con fines de investigación, sin la 
presencia de un abogado particular o un defensor públi-
co, por lo que se sugiere que necesariamente se debe 
reformar el Reglamento para el ejercicio de la Potestad 
Disciplinaria del Consejo de la Judicatura

Además, se pudo observar las personas encuestadas sa-
ben que, en materia administrativa, el sumario es un me-
canismo para imponer a los funcionarios públicos que han 
cometido infracciones disciplinarias, las mismas que de-
ben estar tipificadas en la ley o el respectivo reglamento.

Por otro lado, se puede observar que el 89.04% de los en-
cuestadas si conocen que en el Reglamento Disciplinario 
del Consejo de la Judicatura falta normativa expresa so-
bre la designación de un abogado que preste asistencia 
técnica al sumariado, inclusive algunos de ellos manifes-
taron que cuando fueron sumariados no se les permitió 
que sus testigos sean asistidos por un abogado.

Y por último se puede observar que el 95.90% de las 
personas encuestadas si conocen que los motivados de 
suspensión y destitución de los servidores judiciales no 
son notificados al sumariado, lo que significa dejarlo en 
indefensión, ya que puede presentar alegatos o hechos 
nuevos que le permitan defenderse con libertad.

En la guía que se utilizó para la entrevista al presidente 
provincial de Tungurahua del Consejo de la Judicatura, 
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parte de la necesidad de poder ser escuchados en au-
diencia por la autoridad sustanciadora del procedimien-
to disciplinario a fin de que conozca de viva voz las ale-
gaciones del sumariado, para garantizar el derecho a la 
defensa que es una garantía básica del debido proceso 
y que como tal se lo debe respetar y observar en todo 
tipo de procedimiento especialmente en el procedimiento 
administrativo como es el caso de sumarios que se sus-
tancian en contra de los servidores judiciales.

DISCUSIÓN

Naturaleza del proceso y del procedimiento en el sistema 
procesal.

El proceso está enmarcado y lleva consigo una serie de 
principios, reglas e institutos que son base del sistema 
procesal, el proceso puede ser entendido como el con-
junto de actos que están eminentemente regulados por 
el Derecho procesal, estas actuaciones son realizadas 
tanto por el órgano jurisdiccional, como también por los 
sujetos procesales, los cuales persiguen una finalidad 
específica; ese conjunto o serie de actos se convierten 
en el instrumento necesario para que los ciudadanos que 
acuden y activan la administración de justicia reciban 
una respuesta del Estado, a fin de que se tutelen sus de-
rechos. El proceso permite que a través de los órganos 
jurisdiccionales se cumplan con las funciones que cons-
titucionalmente les fueron asignadas, a fin de obtener un 
adecuado ejercicio de las potestades públicas que se en-
cuentren enmarcadas en la atención al ciudadano de una 
manera eficiente y eficaz:

El proceso no posee únicamente una dimensión formal, 
que es la que comúnmente se acostumbra a percibir sino 
principalmente al proceso le corresponde una dimensión 
material - como ha quedado anotado -, que entiende al 
instituto como un conjunto de derechos y actos a través 
de los cuales se concreta la previsión abstracta del de-
recho a la acción y a la contradicción (Sarango Aguirre, 
2008). 

En síntesis, el proceso se convierte en un instrumento 
de la función jurisdiccional por la cual una serie de actos 
jurídicos son reglados, las cuales son realizadas por los 
sujetos del proceso ante el juzgador, iniciando con una 
petición o acción y terminando con la decisión adoptada 
por la administración de justicia.

Garantías mínimas del derecho a la defensa

El debido proceso es un derecho fundamental y constitu-
ye un conjunto de principios y garantías que son indispen-
sables observar en diversos procedimientos, para que se 
obtenga una solución sustancialmente justa, requerida 

siempre dentro de un estado democrático. Prácticamente 
el debido proceso se lo debe entenderse como una ma-
nifestación del Estado que busca proteger al individuo 
frente a las actuaciones de las autoridades públicas, pro-
curando en todo momento el respeto a las formas propias 
de cada juicio (Rodríguez Camacho, 2018).

El Art. 76 de la Constitución de la República (Ecuador. 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008) se refiere al de-
bido proceso e indica minuciosamente cuáles son las 
garantías básicas que se deben observar para el cumpli-
miento de un procedimiento justo y equitativo, señalando 
que corresponde a toda autoridad administrativa o judi-
cial garantizar el cumplimiento de las normas y los dere-
chos de las partes.

Es evidente que una de las garantías básicas del debi-
do proceso es el derecho de defensa, al que se lo ha 
definido como un derecho fundamental que le permite a 
la persona ejercer el derecho de contradicción con ple-
na libertad (Chong & González, 2017). En múltiples oca-
siones las Corte Nacional de Justicia, así como la Corte 
Constitucional han remarcado la importancia del derecho 
a la defensa como la oportunidad reconocida a toda per-
sona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judi-
cial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las pro-
pias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y 
objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y 
evaluación de las que se estiman favorables, así como de 
ejercitar los recursos que la ley otorga.

Por lo expuesto, es importante que se analice el catálogo 
de garantías mínimas que exige el derecho de defensa, 
las mismas que se había indicado, están consagradas en 
el Art. 76 numeral 7 de la Constitución de la República del 
Ecuador y son:

“Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en 
ninguna etapa o grado de procedimiento“. 

Esta garantía mínima conmina al estado y a los servido-
res públicos, sean judiciales, fiscales y administrativos, a 
que el acusado o sumariado, según sea el caso, tenga la 
oportunidad de defenderse en igualdad de condiciones 
antes los tribunales de justicia sean estos judiciales o ad-
ministrativas. Al respecto, la Convención Americana de 
Derechos Humanos (Secretaría General OEA, 1969), en 
su artículo 8, literal b), preceptúa que:

“Toda persona tiene derecho a defenderse personalmen-
te o a ser asistido por un defensor de su elección y de 
comunicarse libre y privadamente con su defensor “.

Sobre el derecho a la defensa se plantea lo siguiente:
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“garantiza a toda persona el derecho a ciertas garantías 
mínimas, para asegurar un resultado justo y equitativo en 
un determinado proceso, que incluye la oportunidad de 
ser escuchado para hacer valer sus pretensiones. Dentro 
de este contexto, el derecho a la defensa adquiere el ca-
rácter de norma con jerarquía constitucional, cuya legiti-
midad está implícita en todo tipo de proceso” (Medina, 
2001).

“Contar con el tiempo y con los medios adecuados para 
la preparación de su defensa”. Esta garantía, también se 
encuentra contemplada en la normativa internacional de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 
8, numeral 2, literal “c” (Secretaría General OEA, 1969); la 
misma que prevé: 

“que el inculpado, debe tener el tiempo y medios adecua-
dos para la preparación de su defensa”.

De esto se desprende, que cada procedimiento judicial 
o administrativo, deberá contar con los plazos o términos 
razonables, con el objeto de que la persona acusada o 
sumariada, pueda contar con todos los medios proba-
torios necesarios y de esta manera, logre desvanecer 
los hechos que motivaron la acusación formulada en su 
contra.

“Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad 
de condiciones.”

Para la Corte Constitucional del Ecuador, según la sen-
tencia No. 167-15-SEP-CC, caso No. 0518-12-EP sostiene 
que (Ecuador. Corte Constitucional, 2012):

“Una de las garantías básicas del debido proceso es pre-
cisamente el derecho a la defensa, entendido como la 
oportunidad reconocida a las partes o sujetos procesales 
de participar en igualdad de condiciones en un proceso 
administrativo, judicial o constitucional; a ser escuchados 
en el momento oportuno, presentar argumentos y razones 
de cargo y descargo, contradecir y practicar pruebas, in-
terponer recursos de impugnación; entre otros.”

En consecuencia, los procedimientos que regulan la rela-
ción de los sujetos procesales deben estar enmarcados 
en garantizar el derecho a que las partes, sean escucha-
das en igualdad de condiciones; vale decir, las partes 
deben tener un trato idéntico, al margen de razas, sexo o 
clase social.

Procedimiento

Si bien existe una marcada diferencia entre lo que se en-
tiende como un procedimiento jurisdiccional y un proce-
dimiento administrativo, a efectos de la investigación nos 
apartaremos del ámbito administrativo centrándonos de 
manera general en el procedimiento jurisdiccional, el cual 

es conocido como la coordinación de actos en marcha 
relacionados o ligados entre sí por la unidad del efecto 
jurídico final que puede ser el de un proceso o el de una 
frase o segmento suyo. Agustín Gordillo, define al proce-
dimiento administrativo como:

“la parte del derecho administrativo que estudia las re-
glas y principios que rigen la intervención de los intere-
sados en la preparación de impugnación de la voluntad 
administrativa” (Gordillo, 2000).

Es factible postular que el Procedimiento Administrativo, 
constituye un instrumento jurídico de gobierno y control, 
conformado por un conjunto ordenado y sucesivo de ac-
tos vinculados entre sí, tanto de la administración como 
del administrado, que tiene por objeto la preparación y 
producción de las medidas y decisiones de los órganos 
administrativos en cumplimiento de sus funciones.

El procedimiento debe ser entendido y utilizado para indi-
car el cómo, cuándo, dónde y quienes realizan los actos 
procesales para identificar aquella sucesión de carácter 
ordenado de los actos mediante los cuales se cumple la 
actividad de la administración pública dirigida directa-
mente a producir efectos en el mundo jurídico.

El proceso es el conjunto de actos realizados conforme a 
determinadas normas que tienen unidad entre sí y buscan 
una finalidad que es la resolución de un conflicto y la res-
tauración de un derecho resolver una controversia. Jaime 
Guasp señala necesario distinguir el proceso como tal del 
mero orden de proceder o tramitación o procedimiento en 
sentido estricto, de manera que el procedimiento es parte 
del proceso, en tanto que constituye una serie o sucesión 
de actos que se desarrolla en el tiempo de manera orde-
nada de acuerdo a las normas que lo regulan, sin que ello 
constituya el núcleo exclusivo, ni siquiera predominante, 
del concepto de proceso (Guasp & Alonso, 1968).

Con lo antes indicado se debe manifestar que todo pro-
ceso requiere de un instituto específico, denominado pro-
cedimiento, el mismo que debe ser reglado conforme al 
ordenamiento jurídico, con estricto apego a las reglas del 
debido proceso, a fin de asegurar a las partes del proce-
so que el ejercicio de su acción no vulnere sus derechos 
y que la administración de justicia les brinde tutela judicial 
efectiva.

Principio y oralidad

Los principios se definen como:

 “normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor 
medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y 
reales existentes, es decir son mandatos de optimización, 
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lo que pueden cumplirse en diferente grado”. (Guerrón, 
2016).

Del postulado antes indicado, cabe mencionar que como 
lo ha manifestado por Salazar (2017)si bien existen prin-
cipios que se constituyen como imprescindibles y abso-
lutos, existen otros que no lo son, pues existen principios 
que pueden ser prescindibles, es decir tenemos la dis-
crecionalidad de elegir entre uno y otro, según sea la na-
turaleza y necesidad del proceso, así como también es-
tán aquellos que no pueden ser absolutos, en tanto estos 
han de ser moderados por el legislador.

Es así que los principios del procedimiento nacen como 
criterios técnicos y prácticos de la experiencia y de la 
lógica humana, respecto a cómo se ha de ejecutar las 
actividades del procedimiento, orientándolos ante todo a 
informar como a de estructurarse la práctica de la justi-
cia de una manera eficaz y eficiente, buscando una ade-
cuada administración de justicia, en estricto apego a las 
máximas que informan al procedimiento como forma ex-
terna del proceso que son, la inmediación y mediación, 
concentración y fraccionamiento, preclusión y elastici-
dad, publicidad y secreto, celeridad y economía.

Bajo este mismo lineamiento de los principios cabe indicar 
que la oralidad no debe ser entendida como un principio, 
como inadecuadamente se lo ha venido comprendiendo, 
por lo que cabe resaltar que la oralidad únicamente re-
viste el procedimiento y tiene como fin la expresión de 
los actos procesales. La oralidad debe ser entendida tan 
solo como un medio de comunicación de los actos proce-
sales, y no como un principio como erróneamente se lo ha 
querido manifestar, en tanto no poseen un contenido que 
sustentar, no es una máxima de optimización, no llena va-
cíos legales, no orienta a la norma para su aplicación, 
lo cual efectivamente lo aleja de la concepción de que 
la oralidad sea vista como un principio, hecho que cabe 
decir ocurre de igual forma con la escritura. Álvaro Mejía 
Salazar expresa:

“A la oralidad y a la escritura, esto es, como meros me-
dios de comunicación, no resulta correcto el considerar-
los como principios del procedimiento y mucho menos 
principios del proceso; de hecho, no poseen la calidad 
de principios de tipo alguno. En efecto un principio lo 
es tan, únicamente si constituye un elemento auxiliar de 
la interpretación, un elemento integrador de la analogía 
para los supuestos de laguna legal y un marco teórico 
para las discusiones de lege ferenda”  (Salazar, 2017).

Existe una plena incomprensibilidad respecto de la orali-
dad, a la cual se le ha pretendido dar el carácter de prin-
cipio o principio consecuencia, posición doctrinal naci-
da principalmente por autores tales como, Chiovenda o 

Víctor Fairén Guillén, que fue el eje y base fundamental 
de varios institutos y reglas que giraron en torno a la ora-
lidad, los cuales devinieron en un una inadecuada y mal 
entendida percepción de la oralidad e incluso de la escri-
tura como un principio o principio consecuencia (Fairén 
Guillén, 1948), (Guillén, 2003).

Es necesario entender que el proceso y procedimiento 
posee sus propias máximas informadoras sin embargo no 
se puede expresar que la oralidad sea un principio o prin-
cipio consecuencia, ya que esta no proviene de los frutos 
del conocimiento, experiencia o lógica, los principios son 
autónomos y corresponden únicamente al procedimiento 
y al fin que este persigue, por lo que no se corresponden 
ni a la oralidad ni a la escritura, ya que estos implican 
únicamente en el caso de la oralidad que los actos pro-
cesales deben ser comunicados a viva voz y la escritura 
mediante soportes físicos o electrónicos donde conste el 
documento escrito.

Las responsabilidades y sanciones a servidores judicia-
les

Partiendo de la premisa de que uno de los más altos de-
beres del Estado es garantizar sin discriminación algu-
na el efectivo goce de los derechos establecidos en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales se des-
prende que con la existencia de deberes se crean de igual 
forma responsabilidades, es así que en la Constitución 
(Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 2008), Título 
II, Capítulo primero denominado principios de aplicación 
de los derechos, artículo 11, número 9 se expresa que el 
Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repe-
tición en contra de las personas responsables del daño 
producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, 
penales y administrativas, esto en concordancia con el 
artículo 233 de la misma norma que expresa que ninguna 
servidora ni servidor público estará exento de responsa-
bilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus 
funciones, o por sus omisiones, y serán responsables ad-
ministrativa, civil y penalmente por el manejo y adminis-
tración de fondos, bienes o recursos públicos.

Responsabilidades de servidores judiciales

El artículo 15 del Código Orgánico de la Función Judicial 
establece que: 

“Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, 
cualquiera sea su denominación, función, labor o grado, 
así como los otros operadores de justicia, aplicarán el prin-
cipio de la debida diligencia en los procesos a su cargo. 
Serán administrativa, civil y penalmente responsables por 
sus acciones u omisiones en el desempeño de sus fun-
ciones, según los casos prescritos en la Constitución, las 
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leyes y los reglamentos.” (Ecuador. Comisión Legislativa 
y de Fiscalización, 2009).

Las prohibiciones y el régimen disciplinario que se contie-
nen en el capítulo VII del Código Orgánico de la Función 
Judicial y expresa que son aplicables a todas las servi-
doras y servidores judiciales, sea que pertenezcan a las 
carreras judicial, fiscal, de la defensoría pública, incluida 
la división administrativa, siendo que la norma supletoria 
es la Ley Orgánica de Servicio Público.

Clases de responsabilidades de servidores judiciales

Partiendo de que las sanciones puede ser de carácter 
administrativo, civil y penal como lo establece el artículo 
233 de la Constitución del Ecuador, las servidoras y los 
servidores de la Función Judicial serán sancionados ad-
ministrativamente por las infracciones disciplinarias que 
incurrieren en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo 
con lo regulado en el Capítulo VIII del Código Orgánico 
de la Función Judicial, independientemente de las res-
ponsabilidades civiles o penales de las que pudieran ser 
susceptibles por sus actuaciones.

Clases de sanciones disciplinarias

El Código Orgánico de la Función Judicial vigente esta-
blece en su artículo 105, las clases de sanciones disci-
plinarias de las cuales pueden ser objeto, los servidores 
públicos de la Función Judicial por parte del organismo 
disciplinario del Consejo de la Judicatura; las mismas que 
pueden ser de cuatro clases: la amonestación escrita; la 
sanción pecuniaria que no exceda del diez por ciento de 
la remuneración mensual; la suspensión del cargo, sin 
goce de remuneración, por un plazo que no exceda de 
30 días; y, finalmente, destitución del cargo.

De lo expuesto se puede decir, que el Estado tiene la po-
testad sancionadora respecto de los servidores judiciales 
que han cometido infracciones disciplinarias tipificadas 
en la ley o el reglamento respectivo con la finalidad de 
proteger el orden administrativo, es evidente que, para 
imponer la sanción, la autoridad debe despojarse de cri-
terios personalistas y parcializados, con el objeto de que 
el empleado público sea juzgado y sancionado conforme 
lo dispone la ley.

Infracciones y sanción

El Código Orgánico de la Función Judicial, establece que 
las infracciones leves que cometa la servidora o al servi-
dor de la Función Judicial se le podrá imponer amones-
tación escrita o sanción pecuniaria, a juicio del sancio-
nador; para las infracciones graves se le podrá imponer 

sanción de suspensión; y por las infracciones gravísimas 
se le impondrá sanción de destitución.

Si la Potestad Disciplinaria es una prerrogativa del Estado, 
para sancionar previo a un procedimiento administrativo, 
a los servidores judiciales que han inobservado sus de-
beres y atribuciones previstos en el Código Orgánico de 
la Función Judicial, llámense jueces, fiscales, defensores 
públicos y más organismos auxiliares de la administra-
ción de justicia, es necesario destacar que esta clase de 
procedimientos administrativos, también se rige en parte, 
por los principios procesales que se encuentran previs-
tos en el artículo 169. (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008)

Del procedimiento y la vulneración de derechos

Inicio y competencia

Por así determinarlo el artículo 114 del Código Orgánico 
de la Función Judicial en concordancia con el artículo 11 
del Reglamento Disciplinario del Consejo de la Judicatura 
los sumarios disciplinarios se iniciarán de oficio por la 
directora o el director provincial, o por la unidad que el 
Consejo de la Judicatura establezca de manera general, 
cuando llegare a su conocimiento información confiable 
de que el servidor de la Función Judicial ha incurrido en 
una presunta infracción disciplinaria.

Por otro lado, en el proceso disciplinario intervienen dos 
elementos básicos innegables: por una parte: “El sujeto 
activo que es el que ejerce la potestad de sancionar, que 
en nuestro derecho es competencia del jerarca del siste-
ma, salvo que el derecho objetivo disponga otra cosa. Por 
otra, el sujeto pasivo es siempre el funcionario público, 
cuya conducta da lugar al ejercicio de la potestad. Si no 
existe el vínculo funcional, resulta imposible de sancio-
nar.” (Martínez, 2019).

De lo que se puede manifestar, que actualmente los suje-
tos de la potestad disciplinaria son el activo y el pasivo. El 
activo, quien ejerce la potestad disciplinaria y el pasivo, el 
funcionario público contra quien se ejerce la potestad dis-
ciplinaria, conocido en nuestro medio como el sumariado.

Procedimiento del sumario disciplinario y vulneración de 
derechos

El sumario disciplinario está compuesto por fases siendo 
la primera la de actuaciones previas o de investigación 
mediante la cual la administración pública por medio de 
su autoridad competente abre un expediente para inves-
tigación con el fin de esclarecer las supuesta denuncia 
presentada por los administrados respecto de las ac-
tuaciones de un servidor judicial o sobre los hechos que 
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llegaron a su conocimiento, en esta primera fase se ha-
cen las indagaciones necesarias sobre los hechos pre-
sumiblemente constitutivos de infracción disciplinaria, es 
decir recabar todos los elementos de convicción necesa-
rios, en tanto la naturaleza del procedimiento disciplinario 
implica que la administración pública únicamente podrá 
iniciar la sustanciación del mismo con la plena convicción 
de que existe la presunción de la comisión de una infrac-
ción, sin embargo cabe indicar que esta primera fase es 
expedita en tanto la investigación podrá durar máximo 
quince días, cabe mencionar que en esta primera fase se 
da la primera vulneración de derechos del sumariado en 
tanto se le coloca en un grave estado de indefensión ya 
que el sumariado no conoce de dicha investigación y por 
lo tanto no puede defenderse de la misma, vulnerando el 
debido proceso en la garantía a la defensa de no ser pri-
vado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado 
del procedimiento.

De tal modo que, si analizamos minuciosamente el de-
recho a la defensa de los servidores judiciales frente al 
procedimiento disciplinario, encontraremos algunas fa-
lencias en el mencionado reglamento que no le permiten 
ejercer la defensa correctamente al sujeto pasivo, unido 
a ello, el temor y la coacción que generalmente ejerce la 
autoridad disciplinaria al sumariado.

Así se tiene por ejemplo que: cuando el sumariado rinde 
su versión o presenta sus testigos, la autoridad disciplina-
ria en muchos casos no permite la presencia del aboga-
do, pese a que en el Art. 3 del mencionado Reglamento 
se indica que se respetará el Art. 76 de la Constitución de 
la República.

Pese a esta vulneración al derecho a la defensa el su-
mario prosigue tanto así que culminado el plazo fatal de 
investigación en un nuevo acto de vulneración al derecho 
a la defensa se expide sin hacer conocer al sumariado o 
correr traslado de su contenido un informe motivado para 
conocimiento de la autoridad competente, recomendan-
do que proceda a la instrucción del sumario disciplinario 
o al archivo definitivo del expediente investigativo.

Derecho de audiencia

El sumario disciplinario, tiene por objeto establecer si se 
han configurado todos los elementos de una de las infrac-
ciones disciplinarias de las determinadas en el Código 
Orgánico de la Función Judicial, otras leyes aplicables, y 
su nexo causal con la responsabilidad administrativa de 
la servidora o servidor judicial sumariado, determinando 
en aquellos casos permisibles, el perjuicio causado a la 
Administración Pública, y a los usuarios del Servicio de 

Justicia, imponer y aplicar la sanción que corresponda a 
la sumariada o sumariado, o ratificar su inocencia.

La acción disciplinaria es un procedimiento administrati-
vo independiente de cualquier acción jurisdiccional que 
pudiere desprenderse de los mismos actos ya que como 
quedo establecido, el sumario administrativo tutela el ser-
vicio público con el propósito de que este cumpla con 
sus fines de eficacia, eficiencia, calidad, transparencia, y 
demás previstos en el artículo 227 de la Constitución del 
Ecuador.

Esta fase de investigación previa en Ecuador también ha 
merecido críticas en razón de que si no se cuenta con 
información suficiente para iniciar el sumario, la autori-
dad abre la investigación respectiva, con el fin de que 
la Coordinadora o Coordinador de Control Disciplinario 
emita un informe motivado recomendando el inicio del su-
mario o su archivo, fase en la que tampoco el Reglamento 
para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria señala que 
se debe citar al investigado, lo que evidentemente cons-
tituye vulneración al derecho a la defensa y por ende al 
debido proceso, en pocas palabras, desde que se inicia 
la investigación previa existe una verdadera amenaza al 
derecho a la defensa, ya que no se le permite al inves-
tigado conocer legalmente lo que ocurre pero aún que 
presente un alegato debidamente argumentado.

CONCLUSIONES

La escritura como la oralidad traen consigo grandes y 
marcadas diferencias, en tanto están dotadas de gran-
des fortalezas y beneficios que aportan al sistema pro-
cesal, así también cabe indicar que ambas traen consi-
go ciertas deficiencias, ya que será imposible llegar a la 
perfección procesal. En tanto siempre existirán barreras 
que impedirán su efectivo alcance; sin embargo, se ha 
demostrado que la oralidad y la escritura van encamina-
dos en una sola línea. Esta busca una eficiente comunica-
ción de las actuaciones procesales con la participación 
efectiva y real de las partes en conocimiento y presencia 
del juzgador, el cual necesariamente deberá actuar con 
imparcialidad y estricto apego a las garantías básicas de 
todo procedimiento. Son las premisas para conseguir una 
tutela judicial efectiva y una adecuada administración de 
justicia que beneficia a los particulares y al Estado.

La oralidad cumple sus funciones y es considerada como 
una opción procedimental que ha permitido que los proce-
dimientos seas ágiles, y efectivos brindando a los ciuda-
danos un acceso a la justicia óptimo y un servicio público 
de calidad, eficaz y eficiente, de igual forma a obligado a 
la administración pública a dotar de servidores judiciales 
más apegados a los procesos, conocedores de la norma, 
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capacitados para entender los hechos de la causa y con-
jugarlos con el derecho a fin de emitir resoluciones ape-
gadas a la norma, sin embargo, existen barrearas que 
se deben superar y mejorar para lo cual en primer lugar 
el legislador debe subsanar aquellos errores existentes 
en la norma en armonía con el eminente evolucionar del 
derecho el cual está en constante cambio adaptándose a 
las necesidades del ser humano y su beneficio.

Los Estados están obligados, al amparo de los derechos 
humanos y el derecho constitucional garantizar el debido 
proceso en todo procedimiento administrativo disciplinario, 
lo cual eminentemente implica el aseguramiento y la vigen-
cia efectiva de los principios jurídicos que informan el debi-
do proceso y las garantías fundamentales, a fin de avalar la 
protección debida a los derechos, y no limitarlos más allá 
de lo precisamente necesario y permitido por la ley.

Los procedimientos disciplinarios, vulneran los derechos 
de los sumariados a quienes se ven vedados de exigir la 
correcta aplicación de la norma, en tanto el sustanciador 
del procedimiento lo lleva a su arbitrio sin apego de la 
legalidad, lo que limita el ejercicio del derecho de quien 
comparece en condición de sumariado, por lo que es 
necesario el acatamiento de la norma constitucional y la 
aplicación de la unidad del sistema jurídico en favor de 
los sumariados.

Existe vulneración al derecho a la defensa por no existir nor-
ma expresa para que el sumariado cuente con un defensor 
particular y a la falta de este un defensor público así también 
se ha logrado evidenciar que los motivados de suspensión 
y destitución de los servidores judiciales no son notificados 
al sumariado y que cuando la administración pide se prac-
tique prueba de oficio no se señala un término para que el 
sumariado ejerza el derecho de contradicción vulnerando el 
debido proceso un derecho constitucional.

Le corresponde a quien sustenta el procedimiento dis-
ciplinario en contra de servidores de la función judicial 
garantizar de manera efectiva la legalidad, de no hacerlo 
estarían orillando al sumariado a comparecer a una ins-
tancia judicial lo que genera un desgaste en la administra-
ción de justicia, hechos que bien pudieran por autotutela 
administrativa y garantismo de derechos ser saneados 
en sede administrativa respetando cada uno de los dere-
chos y garantías de las partes.
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